





SECCIÓN 9 

JUSTICIA

�ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA





1. Introducción





En este capítulo exponemos la situación de la Administración de justicia desde la consideración de las quejas que nos dirigen los ciudadanos, que a menudo manifiestan su opinión sobre este servicio público.



En el año 2000 se han efectuado un total de 450 actuaciones, entre las cuales una actuación de oficio.



Las peticiones recibidas por parte de los ciudadanos pueden dividirse en cuatro grupos principales.



Forman el primer grupo las que hacen referencia a cuestiones en las cuales el Síndic no tiene competencias, como las relativas a disconformidades con resoluciones judiciales dictadas o aquéllas cuyo objeto se encuentra sub iudice. Así, la Ley 14/1984, de 20 de marzo, reguladora de esta Institución, otorga competencias al Síndic de Greuges para supervisar la Administración pública de la Generalitat y de los entes locales de Catalunya, sin embargo deja fuera de su supervisión la actuación de los juzgados y tribunales de justicia, como también toda valoración sobre las resoluciones judiciales. La causa de esta limitación legal responde al imprescindible respecto a la independencia del poder judicial que obliga a que ningún otro poder o autoridad diferente de los órganos jurisdiccionales pueda pronunciarse sobre los asuntos sometidos a los jueces y tribunales.     



En el segundo grupo se incluyen las peticiones que hacen referencia a denuncias sobre lentitudes, inejecuciones y funcionamiento de las oficinas judiciales: errores y falta de medios humanos y materiales de éstas; dado el volumen de este apartado, lo tratamos en el epígrafe 2.



El tercer grupo está formado por las quejas referentes al funcionamiento de los colegios profesionales, especialmente al de abogados, y a las decisiones de las comisiones de deontología. Las quejas más frecuentes de los ciudadanos han sido, por una parte, las relativas a la falta de atención y de respuesta a las solicitudes formuladas en el Colegio de Abogados de Barcelona y a la lentitud en la tramitación de los procedimientos y, por otra parte, las quejas contra actuaciones de abogados y sobre la falta de respuesta o disconformidad con las decisiones de la comisión de deontología del mencionado colegio. En lo que concierne a nuestra Institución, tenemos que decir que la colaboración que hemos recibido de los colegios profesionales, especialmente del Colegio de Abogados de Barcelona, no ha sido siempre lo suficientemente satisfactoria, por la lentitud con que ha correspondido a nuestras solicitudes de información.



Forman el cuarto grupo las quejas referentes al turno de oficio, especialmente cuando el interesado es informado de la falta de sostenibilidad de la pretensión. En ciertas ocasiones se producen infracciones de los principios de asistencia, audiencia y defensa del afectado, actualmente de irreparable resolución procesal. Están también las quejas relativas a denuncias de presuntas indefensiones causadas principalmente por la denegación del beneficio de justicia gratuita.



Finalmente hay un grupo de otras quejas que por su diversidad temática no son encuadrables en ninguno de los grupos anteriores.



Con respecto al problema de las mujeres maltratadas, esta Institución ha cerrado la actuación de oficio núm. 58/98 con los datos de que disponemos y ha abierto otra con el fin de valorar las actuaciones promovidas por las diferentes instituciones implicadas y de formular las recomendaciones oportunas.



Este año, queremos destacar especialmente en el presente Informe tres temas que por el volumen de actuaciones que generan o por la importancia de su contenido consideramos que merecen un tratamiento aparte:



a) La lentitud, las inejecuciones y el funcionamiento de las oficinas judiciales: errores y falta de medios humanos y materiales, en el epígrafe dos. 

b) La actuación de oficio iniciada por esta Institución relativa a los restos humanos de las autopsias que se tiran a las alcantarillas, en el epígrafe tres.   

c) La actuación de oficio también promovida por esta Institución relativa a las redes de proxenetismo con mujeres inmigradas de los países del Este, que tratamos en el capítulo transversal dedicado a los malos tratos a mujeres.   



Indicamos, también, la sugerencia que hemos efectuado al Colegio de Abogados de Barcelona mediante la queja 1183/00, en relación con el servicio de orientación jurídica en referencia a la información que se da cuando se solicita el beneficio de justicia gratuita.



Finalmente nos referimos al seguimiento de las quejas núm. 1582/94, 1762/96 y 2166/96, relativas al retraso en el pago de honorarios a los peritos judiciales.



Un año más, el Síndic quiere expresar su agradecimiento al presidente del Tribunal Superior de Justicia de Catalunya por la colaboración que ha recibido y que ha permitido que algunos de los agravios planteados por los ciudadanos pudieran resolverse.



El Síndic también agradece a los jueces, los magistrados y los secretarios encargados de los juzgados a los cuales se ha dirigido en algún momento, su buena disposición con nuestra Institución.





2. Lentitud, inejecuciones y funcionamiento de las oficinas judiciales: errores y falta de medios humanos y materiales





La lentitud en la tramitación de los procedimientos judiciales, las disfunciones en la organización de las oficinas judiciales, la falta de modernización funcional de los edificios donde se administra la justicia, y la crónica insuficiencia de medios materiales destinados al aparato administrativo que le da apoyo, constituyen el grueso más importante de las quejas formuladas por los ciudadanos al Síndic de Greuges.



A pesar del esfuerzo y de todas las medidas tomadas por la Administración de justicia, no ha podido resolverse la acumulación y el colapso de asuntos judiciales pendientes y la sobrecarga de trabajo que sufren algunos juzgados, aunque hay un notorio y manifiesto desequilibrio comparativo de sentencias dictadas por las salas de los diferentes órdenes jurisdiccionales. Estos hechos ocasionan un sentimiento de desconfianza y desesperación de los ciudadanos ante una Administración que no puede resolver en un tiempo prudencial sus conflictos, o bien que no ejecuta a tiempo lo que había resuelto.



Es también evidente la falta de jueces que sufre Catalunya. Hay muchas plazas vacantes y no hay jueces sustitutos disponibles. Esto comporta más retraso en la tramitación de los procedimientos, lo que puede significar prolongar situaciones de injusticia.



Desde hace años, el Síndic de Greuges ha insistido reiteradamente en que hay que reformar en profundidad la Administración de justicia. Conviene, pues, darle un nuevo enfoque y dotarla de todos los medios necesarios para obtener una Administración ágil y eficaz. La Administración de justicia es uno de los pilares fundamentales del estado de derecho y hay que restablecer la confianza del ciudadano en el sistema judicial.



Algunas de estas deficiencias se van superando gradualmente desde que en el año 1989 empezó a hacerse efectiva la cesión de competencias en el ámbito judicial a las comunidades autónomas. Pero, a pesar del progreso, todavía estamos lejos de alcanzar unos niveles satisfactorios de modernización de la justicia en todos los ámbitos: personal, estructural y material.



La Administración de justicia funciona con un nivel de ineficacia, en general, superior al resto de organizaciones administrativas del Estado. La causa de este hecho deriva en gran parte al laberinto competencial y a la falta de asunción recíproca de responsabilidades entre el Gobierno central y las autoridades autonómicas.



Hay un reparto fragmentado de responsabilidades y de competencias entre el Ministerio de Justicia, el Consejo General del Poder Judicial y el Departamento de Justicia de la Generalitat de Catalunya, con respecto a las materias que éste tiene atribuidas en materia de medios materiales, personales y de oficina judicial.



Las competencias de la Generalitat en este ámbito están todavía lejos de llegar al techo previsto por el Estatuto de Autonomía de Catalunya. El artículo 18 del Estatuto determina que "corresponde a la Generalitat: ejercer todas las facultades que las leyes orgánicas del Poder Judicial y del Consejo General del Poder Judicial reconozcan o atribuyan al Gobierno del Estado". Por otra parte, el artículo 18.2 atribuye a la Generalitat la facultad de fijar la delimitación de las demarcaciones territoriales de los órganos jurisdiccionales en Catalunya, y la localización de su capitalidad. En lo que concierne a fijar la delimitación de las demarcaciones territoriales de los órganos jurisdiccionales, el artículo 35.2 de la Ley orgánica del poder judicial impide que pueda ejercerse esta competencia y limita la capacidad de las comunidades autónomas a hacer propuestas al Gobierno central.



Los medios materiales al servicio de la Administración de justicia son gestionados de acuerdo con la disponibilidad de los gastos que prevén los presupuestos generales, lo que origina una situación asimétrica de la Administración de justicia entre las diferentes comunidades autónomas con respecto al poder de gastos que se despliega en cada caso sobre los medios materiales. Por este motivo, es necesario que se establezca como prioridad dignificar la justicia en la política del gasto público.



Cuestiones primordiales como ahora la construcción de nuevos edificios judiciales, la rehabilitación y el mantenimiento de los ya existentes o la adquisición y el suministro de toda la maquinaria informática y los bienes muebles de oficina que requiere una correcta dotación de los órganos judiciales, se van resolviendo poco a poco a medida que las disponibilidades presupuestarias lo permiten.



Si la Generalitat tiene escasas o prácticamente nulas limitaciones competenciales en relación con los medios materiales, y si no se avanza más, no es por una cuestión de falta de potestad reglamentaria ni por una actitud obstructiva de la Administración central, sino por causas puramente de capacidad económica; no ocurre lo mismo respecto a los medios personales.



El obstáculo para que la Generalitat pueda ejercer las competencias previstas en el Estatuto de Autonomía, en relación con el personal al servicio de la Administración de justicia es la Ley orgánica del poder judicial, concretamente el carácter de cuerpos nacionales, que el artículo 454.2 atribuye a los cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de justicia. Es este carácter nacional de los cuerpos lo que hace, a criterio del Tribunal Constitucional (STC 56/1990), que queden excluidas de la cláusula subrogatoria -en virtud de la cual corresponde a los poderes autonómicos el ejercicio de todas las facultades que la Ley orgánica del poder judicial atribuya al Gobierno del Estado-, aquellas atribuciones que, encomendadas por la Ley orgánica del poder judicial al Gobierno del Estado, resultan, obligatoriamente, reservadas a éste para mantener el carácter propio de cuerpo nacional. Tienen que añadirse, además, las limitaciones que imponen los respectivos reglamentos orgánicos de los cuerpos nacionales.



Es necesario, pues, como el Consejo General del Poder Judicial ya manifestó en el Libro Blanco de la Justicia, simplificar la concurrencia competencial actual entre la Administración del Estado y la de la Generalitat, en favor de ésta, en el ámbito del personal no judicial. Y para que esto sea posible, no hay otro camino que superar el actual modelo de cuerpos nacionales. La Constitución no lo impide y la única previsión que establece es que sea la Ley orgánica del poder judicial la que determine su estatuto jurídico. Por lo tanto, se trata que concurran las suficientes voluntades políticas y sociales.      



Con respecto a la cuestión de cómo articular el modelo organizativo existente (las oficinas judiciales), la Ley orgánica del poder judicial ignora en la práctica los problemas vinculados a la organización de la Administración de justicia. Según prevé el artículo 274.4 de la Ley orgánica del poder judicial, corresponde al Ministerio de Justicia la competencia de fijar la estructura y las plantillas de los servicios comunes que puedan crearse. Por otra parte, el Consejo General del Poder Judicial ha hecho uso de su potestad reglamentaria para regular determinados aspectos vinculados con la oficina judicial. En consecuencia, la Generalitat, que tiene traspasadas las competencias de los medios materiales y personales en materia de Administración de justicia, tiene poco que decir con respecto al modelo organizativo que en buena parte se sustenta del presupuesto público y está directamente relacionado con los medios materiales y personales. Esta dispersión de responsabilidades es un claro obstáculo para el buen funcionamiento de la justicia.



No podemos dejar de mencionar la nueva Llei de enjuiciamiento civil, entrada en vigor el día 8 de enero del año 2001. 



El objetivo de esta Ley es resolver mejor los problemas de los ciudadanos y contribuir decisivamente a la modernización de la justicia. Los problemas que pueden derivarse no provienen tanto de la ley como de las condiciones de la Administración de justicia. Para que esta ley sea efectiva, tiene que incrementarse el presupuesto destinado a justicia para que ésta disponga de los medios materiales, técnicos y humanos necesarios para poder aplicarla: crear nuevos juzgados, adaptar los existentes, modernizar la Administración con nuevos equipamientos, dotación de personal suficiente y dar un nuevo diseño a la oficina judicial. Con la nueva ley harán falta más jueces y la plantilla de la oficina judicial tendrá que reorganizarse . Esperamos, pues, que la falta de medios materiales y humanos no interfiera en la eficaz puesta en marcha de esta ley.





Queja núm. 3353/99

Lentitud del juzgado en resolver un recurso interpuesto en el año 1994





El promotor de la queja expuso al Síndic de Greuges que en el año 1994 había interpuesto un recurso contencioso administrativo. En el año 1999 todavía no se había dictado sentencia.



Después de pedir informe al presidente del Tribunal Superior de Justicia de Catalunya, a quien trasladamos la queja a fin de que se interesara por el estado de estas actuaciones, se nos comunicó que en fecha 9 de diciembre de 1999 se declaró la pertenencia de las pruebas y se acordó su práctica, y que el 17 de febrero del año 2000 se dictó sentencia por la que se resolvió el recurso de súplica contra la inadmisión de pruebas. El caso, pues, sólo estaba pendiente de la práctica de la prueba pericial.



Asimismo, el mencionado informe indicaba que, una vez todas las pruebas practicadas, se señalaría el día para votación y sentencia.



Finalmente, el informe acababa diciendo que, atendiendo a la carga de trabajo que soporta este juzgado, la demora en la tramitación del recurso no puede calificarse de anormal o extraordinaria y que está dentro de los plazos que, a pesar de no ser deseables, se consideran normales.



Como consecuencia de la afirmación anterior, trasladamos esta información al promotor de la queja y, atendiendo a nuestras competencias, dimos por finalizada la intervención en este asunto y el caso fue archivado confiando que en breve plazo se señalara día para la votación y sentencia.





Queja núm. 839/00

Lentitud del juzgado en la ejecución de una sentencia





La promotora de la queja manifiesta que la Sentencia de 27 de marzo de 1998 dictada por un juzgado, confirmada por Sentencia de fecha 21 de mayo de 1999 de la Audiencia Provincial de Barcelona, declaraba extinguida una comunidad constituida por la promotora y una tercera persona sobre un inmueble y decidió que tenía que procederse a dividirla mediante la formación de lotes, a valorar en ejecución de sentencia. Cada lote sería adjudicado por un sorteo a celebrar también en ejecución de sentencia. Después de un año de la sentencia de la Audiencia Provincial, el juzgado todavía no había hecho el sorteo de los lotes, aunque el abogado de la promotora lo había instado en diversas ocasiones.



Después de pedir informe al presidente del Tribunal Superior de Justicia de Catalunya, al cual trasladamos la queja para que se interesara por el estado de estas actuaciones, la promotora comunicó al Síndic que finalmente el juzgado le había notificado que se señalaba fecha para el sorteo para el día 7 de julio, un año después de haberlo solicitado, por lo que se dio por finalizada esta intervención.     





Queja núm. 2195/00

Embargo de un piso por error judicial





La promotora de la queja manifiesta que ha recibido de un juzgado una notificación de la existencia de un procedimiento declarativo de menor cuantía y del embargo de su piso, lo que considera un error producido por el hecho de que su nombre y apellidos coinciden con el de una de las personas que forman parte en la causa judicial.



Desde el momento en que la promotora recibió la mencionada notificación, se puso en contacto telefónico con el juzgado, donde pudo contrastar con la simple comparación de los DNI que se trataba de personas diferentes.



Todo ello provocó a la promotora diversas molestias, teniendo especialmente en cuenta que está domiciliada en Huesca, ya que tuvo que pedir abogado de oficio a través del Juzgado Decano de Huesca, el cual envió su solicitud al Colegio de Abogados de Barcelona, y además se le generaron diversos gastos, en especial por llamadas telefónicas, que según la promotora le causaban graves perjuicios, ya que vive únicamente de su pensión.



Después de pedir informe al presidente del Tribunal Superior de Justicia de Catalunya, a quien el Síndic dió traslado de la queja a fin de que se interesara por este asunto, se nos comunicó que se habían entregado al procurador del actor los mandamientos dirigidos al Registro de la Propiedad para el alzamiento del embargo y que, si bien el mencionado embargo ya había prescrito, según manifestó el procurador, el juzgado se dirigiría al Registro de la Propiedad a los efectos oportunos.



Por otra parte, la promotora confirmó al Síndic que ya le habían levantado el embargo de la finca y que quería reclamar los daños producidos por el error judicial, especialmente por los gastos ocasionados por las gestiones que había tenido que hacer. Al respecto, la enviamos al Colegio de Abogados oscense para que le fuera designado un abogado de oficio.



Hechas estas actuaciones, dimos por finalizada nuestra intervención en este asunto y procedimos a archivar el expediente.





Queja núm. 2968/00

Situación de los juzgados de primera instancia e instrucción de Olot





La Curia de Abogados y Procuradores del partido judicial de Olot expusieron al Síndic de Greuges la situación de los juzgados de primera instancia e instrucción de Olot.



Antes de recibir esta queja, algunos representantes de este colectivo ya habían comunicado personalmente al Síndic su preocupación por este asunto, con motivo del desplazamiento institucional a la ciudad de Olot.



En el marco de la mencionada queja, se plantea la situación de colapso que, a criterio de los promotores, sufre el juzgado de primera instancia e instrucción de Olot, como consecuencia de la especial dedicación que requiere la tramitación del expediente sumarial 3/1992, conocido por el secuestro de Olot. Al mismo tiempo, se plantea aquello que los promotores de la queja consideran deficiente dotación de los juzgados de primera instancia números 1 y 2 de esta población, especialmente en lo que concierne a las condiciones físicas de las dependencias, las condiciones en que tienen que ejercer sus funciones los trabajadores de los juzgados y la falta de sala específica para abogados y procuradores.



La mencionada queja fue enviada por el Síndic de Greuges al Departamento de Justicia, en relación con la dotación de material de las dependencias judiciales, y al presidente del Tribunal Superior de Justicia de Catalunya, en referencia a la situación de colapso que, según los promotores, sufre el juzgado, con el fin de valorar la posibilidad de impulsar, si procedía, la adopción de alguna de las medidas previstas legalmente para resolver situaciones como la descrita.



El presidente del Tribunal Superior de Justicia de Catalunya respondió a nuestra solicitud y nos envió el texto del acuerdo adoptado por la Sala de Gobierno de este Tribunal, en relación con la situación de los juzgados de primera instancia e instrucción de Olot.



Según la información recibida, la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de Catalunya desestima la pretensión de la jueza titular del Juzgado número 1 de Olot de nombrar a un juez en comisión de servicios.



Al mismo tiempo, la Sala considera que no es procedente la solicitud del Grupo de Jóvenes Abogados de Girona, en el sentido que se nombre juez y secretario especiales para el caso sumarial 3/92 que actualmente se tramita en el juzgado número 1 de Olot, de acuerdo con la Constitución y las normas orgánicas vigentes.



Al Síndic le consta que el testimonio del acuerdo indicado ha sido comunicado al Colegio de Abogados de Girona y al Grupo de Jóvenes Abogados de este Colegio.



Así pues, la Sala estima suficiente para normalizar la situación y el atraso de los asuntos pendientes o en trámite la medida ya acordada de prolongació de jornada del juez titular en horario de tarde en el juzgado indicado.



En lo que concierne a la situación de dotación de material de los juzgados de primera instancia de Olot, en el momento de elaborar el presente informe continuamos pendientes de recibir la información que solicitamos al Departamento de Justicia.





3. Restos humanos vertidos a las alcantarillas





El día 26 de octubre de 2000 salió a la luz en diferentes diarios la noticia que, según un forense de Girona, el Instituto Anatómico Forense de esta ciudad vertía restos líquidos de cadáveres, en muchos casos infectados de sida, hepatitis y otras enfermedades contagiosas, al alcantarillado municipal. El especialista añadía que esta actividad es una pequeña muestra de las precarias condiciones en que trabajan los forenses en las comarcas de Girona. Según las noticias publicadas en la prensa, el forense manifestaba que el único centro de Catalunya donde se respetan las normas sanitarias mínimas es el de Figueres (Alt Empordà), donde hay incineradoras para quemar los restos. También aseguraba que denunció esta situación ante el Departamento de Justicia y, como respuesta, recibió 20 bolsas de plástico para depositar los restos líquidos. Asimismo indicaba que las autopsias se hacen con guantes de goma de los usuales en trabajos de limpieza porque el Departamento de Justicia no les facilita los adecuados porque son demasiado caros. Esta situación provoca, según el forense, que los médicos se arriesguen a un contagio.



A raíz de estas informaciones, iniciamos una actuación de oficio (A/O núm. 3245/00) con el fin de estudiar el procedimiento que se sigue para deshacerse de los restos de las autopsias y sobre las condiciones en que trabajan los médicos forenses, especialmente en las comarcas de Girona.



El Departamento de Justicia en respuesta a nuestra solicitud nos informó del tratamiento que se da a los residuos sanitarios sólidos y líquidos y de la entrega de equipos de protección individual.



El tratamiento de los residuos sanitarios sólidos (recogida, transporte y eliminación) está a cargo de diferentes empresas especializadas. La empresa entrega unos contenedores especiales a los centros donde hay salas de autopsias; estos recipientes se van llenando con los residuos orgánicos producidos en la realización de las autopsias y, una vez llenos, los médicos forenses llaman a la empresa de tratamiento de residuos para que recojan los contenedores.



Con respecto al tratamiento de residuos líquidos, se nos informa que, atendiendo a los criterios marcados en esta materia, el Departamento de Sanidad y Seguridad Social considera que el mejor método de eliminación es verterlos por un desagüe conectado a la red de saneamiento público; el Departamento sostiene que estos vertidos no implican ningún riesgo para la salud pública ni tampoco para el medio ambiente. Añade el informe que hay que tener en cuenta que las alcantarillas están concebidas para recibir grandes cantidades de materias orgánicas infecciosas y que, por otra parte, los residuos sanitarios específicos líquidos representan un volumen ínfimo en comparación con las materias fecales que se eliminan normalmente por la red de saneamiento, y no es necesaria, por lo tanto, la desinfección previa de los residuos.



Finalmente, en cuanto a la entrega de equipos de protección individual, el Departamento de Justicia manifiesta ser plenamente consciente de sus obligaciones en materia de prevención de riesgos laborales. Por esta razón, actualmente tiene articulado un sistema de entrega de equipos de protección individual (bata, gorra, diferentes guantes de alta protección, quirúrgicos, de vinilo, goma-látex y quirúrgicos estériles de látex, máscaras de diferentes tipos -quirúrgicas y de alto riesgo-, polainas, delantal y gafas) al servicio de los médicos forenses y oficiales de autopsias de toda Catalunya. En relación con las características técnicas de este equipo, se trata de material homologado que respeta toda la normativa relativa a la prevención de riesgos laborales y también las normas comunitarias. Las delegaciones y gerencias de todo el territorio disponen de un stock de estos equipos que, según las necesidades y el volumen de trabajo de cada centro, se facilitan a los profesionales para su trabajo diario. En este sentido, cuando el médico forense u oficial de autopsia observa que el material entregado se está agotando, sólo tiene que llamar a la delegación territorial o gerencia de su ámbito para que ésta le reponga todo aquello que sea necesario en un breve lapso de tiempo.



Atendiendo a la información facilitada por el Departamento de Justicia, el Síndic solicitó al Departamento de Sanidad y Seguridad Social un informe sobre los criterios que tiene marcados para el tratamiento de residuos líquidos, y si el vertido de estas materias mediante los sistemas de saneamiento público puede comportar riesgo para la salud pública o para el medio ambiente.



El Departamento de Sanidad en respuesta a nuestra solicitud nos informó del marco legal vigente en Catalunya, Decreto 27/1999, de 9 de febrero, de la gestión de los residuos sanitarios, por el cual se establece la clasificación, la segregación, los envases de recogida, el almacenaje, el transporte y el tratamiento, y también todos los trámites y circuitos administrativos que hace falta seguir para llevar a cabo una correcta gestión de los residuos sanitarios de riesgo.



La Guía de gestión intracentro de residuos sanitarios es el documento de información, divulgación y educación que el Departamento de Sanidad y Seguridad Social ha puesto a disposición de todos los centros generadores de residuos sanitarios. 



En lo que concierne a las salas de autopsias, los residuos sanitarios de riesgo que se generan son agujas, hojas de bisturí y material cortante y punzante, los cuales tienen que ser recogidos en envases específicos debidamente acreditados y posteriormente gestionados mediante transporte y tratamiento en planta autorizada.



Los residuos sanitarios específicos líquidos como la sangre y los hemoderivados generados en una sala de autopsia tienen que ser gestionados tal como determina la mencionada guía.



Con el fin de eliminar los residuos sanitarios específicos líquidos se recomienda utilizar un desagüe conectado a la red de saneamiento del centro sanitario. En este sentido, tal como ya informó el Departamento de Justicia, las alcantarillas están concebidas para recibir grandes cantidades de materias orgánicas infecciosas y, por tanto, los residuos sanitarios específicos líquidos, los cuales no necesitan una desinfección previa, representan un volumen ínfimo en comparación con las materias fecales que se eliminan normalmente por la red de saneamiento.



Tal como ya indicó el Departamento de Justicia en respuesta a la Mesa del Parlamento (Tram. 314-03851/06), la única excepción a esta práctica la constituyen los residuos sanitarios específicos líquidos procedentes de pacientes con infecciones no endémicas en Catalunya y los cultivos líquidos de microbiología, que tienen que tratarse o disponerse como residuos sanitarios específicos sólidos.



Asimismo, los recipientes con líquidos biológicos de difícil apertura, no tendrán que agujerearse o forzarse, sino que hay que rechazarlos como residuos sanitarios específicos sólidos.



Por todo lo anterior, el Departamento de Sanidad y Seguridad Social considera que el vertido de los residuos sanitarios líquidos mediante los sistemas de saneamiento público no suponen, en ningún caso, un riesgo para la salud pública ni tampoco para el medio ambiente y, por lo tanto, ratifica la idoneidad del tratamiento que se da a los residuos sanitarios líquidos generados en las salas de autopsia.





4. Otras recomendaciones y sugerencias de carácter general





Sugerencia al Colegio de Abogados de Barcelona con respecto a las funciones de orientación e información al ciudadano del Servicio de Orientación Jurídica de este Colegio

(Queja núm. 1183/00)





La promotora de la queja manifestó al Síndic que se había dirigido al servicio de Orientación Jurídica Laboral para solicitar el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita para formular un recurso de súplica. Este servicio le comunicó que su pretensión resultaba manifiestamente insostenible.



Posteriormente, la promotora se dirigió por escrito a la Comisión del Turno de Oficio y Asistencia al Detenido del Colegio de Abogados de Barcelona, la cual le respondió que su pretensión resultaba manifiestamente insostenible.



Ciertamente, en lo que concierne al fondo de la cuestión planteada, coincidimos con el criterio de insostenibilidad de la pretensión de la promotora -y así se lo hicimos saber-en el marco del ordenamiento jurídico vigente y, con más motivo, una vez firme la sentencia que pretendía impugnar.



Es cierto que, las funciones de orientación jurídica e información al ciudadano que se atribuyen a los servicios de orientación jurídica, pueden incluir indicaciones sobre si la pretensión que se pretende defender es jurídicamente sostenible, sin embargo pensamos que esta orientación tiene que incluir también la información sobre el derecho a presentar la solicitud de asistencia jurídica gratuita y al hecho que -en el caso de que reúna los requisitos para el reconocimiento del derecho- la pretensión sea valorada por el abogado designado y, si es el caso, por el Colegio de Abogados y el ministerio fiscal, en los términos que prevé la antes citada Ley 1/1996.



No tenemos ninguna duda que en casos como el que ha dado lugar a la queja de la promotora, el Servicio de Orientación Jurídica no pretende en ningún caso impedir el acceso al beneficio de justicia gratuita, sino informar al ciudadano de cómo valora este servicio su pretensión. Y, ciertamente, nada impide al ciudadano solicitar el beneficio de justicia gratuita aunque el Servicio de Orientación Jurídica valore la pretensión de insostenible. Sin embargo, en nuestra opinión, las funciones de orientación e información al ciudadano que se dirige a este servicio para solicitar el beneficio de justicia, en el marco de aquello que prevé el artículo 22 de la Ley 1/1996, tienen que incluir siempre la información sobre cómo solicitarlo y los requisitos para obtener el reconocimiento, con independencia de como se valore su pretensión. Otra cosa es que a esta información pueda añadirse una valoración sobre la sostenibilidad de la pretensión, como un elemento informativo más para que el ciudadano valore la conveniencia de formular la solicitud, pero en ningún caso no puede desplazar o sustituir aquella información principal, de manera que pueda hacer creer erróneamente al afectado que no puede formular la solicitud de beneficio de justicia gratuita.



Dicho de otra manera, no basta con que el ciudadano tenga derecho a pedir el beneficio de justicia gratuita; es preciso que lo sepa. Por este motivo, si se dirige al Servicio de Orientación Jurídica, hay que informarlo no tan sólo de la posible insostenibilidad de la pretensión, sino también del hecho que puede formular la solicitud y que, si cumple los requisitos para el reconocimiento del beneficio de justicia gratuita, será el abogado designado quien valorará su pretensión, en primera instancia, y el colegio y el ministerio fiscal, de manera definitiva, ya que éste es el procedimiento que prevé la Ley 1/1996, como garantía para el ciudadano, para valorar la sostenibilidad de la pretensión.



Por estos motivos, sugerimos al Decano del Colegio de Abogados de Barcelona que, aunque la información que se nos ha facilitado no permite determinar si el funcionamiento de los servicios de información jurídica del Colegio se ajustan al planteamiento que hemos expuesto, en el caso de que no sea así, se formulen las directrices oportunas para adaptar este funcionamiento.



El Colegio de Abogados de Barcelona nos ha informado que el funcionamiento de los servicios de información jurídica se ajustan a nuestro planteamiento en el sentido que se procede a informar a los interesados usuarios del servicio asesorándolos, e indicando, en su caso, el carácter manifiestamente inviable de la pretensión, pero procediendo a la correspondiente tramitación de la justicia gratuita si el interesado así lo solicita.



Así pues, consideramos que el Servicio de Orientación Jurídica del Colegio de Abogados, actúa conforme a nuestra sugerencia y según la línea de actuación que sigue el Servicio de Información al Ciudadano de esta Institución, donde además de informar a los ciudadanos, si procede, de la falta de competencia de nuestra Institución se les informa también del derecho a presentar la oportuna queja si así lo estiman conveniente.





5. Seguimiento de actuaciones de ejercicios anteriores  





Seguimiento de las quejas 1482/94, 1762/96 y 2166/96

(págs. 11795 y 11796 del BOPC núm. 153, de 21 de marzo de 1997)

Retraso en el pago de honorarios a los peritos judiciales





Esta cuestión ya se expuso en el Informe al Parlamento del año 1996 y se ha hecho un seguimiento en informes sucesivos.



El problema del pago de honorarios a los peritos judiciales reside en la diferencia de tiempo existente entre la prestación del servicio y la liquidación, debido a que el pago se hace al final del procedimiento judicial, cuando se resuelve sobre la tasación de costas y sobre el sujeto obligado a pagarlas .



Este problema se agrava si los plazos dentro de los cuales se ha desarrollado el procedimiento judicial no se cumplen y la resolución judicial firme tarda años en producirse, con el perjuicio que ello comporta para los peritos judiciales.



El Departamento de Justicia ya informó oportunamente que esta diferencia de tiempo que hay entre la prestación del servicio y el pago de los honorarios no es imputable a la Administración competente en medios materiales, sino a las normas que establecen el sistema de designación de los peritajes y de pago de las costas procesales.



El Síndic de Greuges sugirió al Departamento de Justicia que estudiara la problemática planteada, con el fin de que el cobro de honorarios de los peritos judiciales no tenga que alargarse hasta el momento en que se practica la tasación de costas, sino que se produzca una vez prestado el servicio.



La última información de que disponemos es que se han llevado a cabo negociaciones entre el Departamento de Justicia con diferentes colegios profesionales y con la Asociación Catalana de Peritos Judiciales y Forenses Colaboradores con la Administración de Justicia para la realización de peritajes judiciales y, por ello, este último año se ha consensuado con estas entidades las modificaciones necesarias para adaptar el convenio a la regulación de la designación judicial de peritos que prevé el artículo 341 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de enjuiciamiento civil.



En concreto, se han mantenido reuniones con los colegios oficiales de médicos, con el Colegio de Economistas de Catalunya, con el Colegio de Ingenieros de Catalunya y con la Asociación Catalana de Peritos Judiciales y Forenses Colaboradores con la Administración de Justicia. Con esta última asociación queda únicamente pendiente la fijación de unos precios que se ajusten al carácter público de la Administración a quien prestan el servicio.



En otras líneas de colaboración, el Departamento de Justicia se ha dirigido a todos los colegios profesionales de Catalunya y asociaciones de profesionales que realizan peritajes judiciales con el fin de coordinar el envío de listados de peritos a los decanatos de los partidos judiciales y facilitar así el cumplimiento del artículo 341 de la Llei de enjuiciamiento civil, que innova el sistema de designación judicial de los peritos.



Finalmente, en lo que concierne al pago concreto de las minutas, actualmente se nos ha informado que ninguno de los profesionales que constan en las quejas de referencia tienen minutas pendientes de pago. 



SERVICIOS PENITENCIARIOS





1. Introducción





En este año 2000, las actuaciones realizadas en este ámbito han sido 76, de las cuales 17 han sido de oficio.



El Síndic de Greuges ha hecho un seguimiento de todos los centros penitenciarios de Catalunya con el fin de constatar la situación en que se encuentran, las mejoras introducidas y las deficiencias que presentan.



El Síndic ha visitado las prisiones Modelo (actuación de oficio núm. 1171/99), de la Trinitat (actuación de oficio núm. 1175/99), de Girona (actuación de oficio núm. 1860/00), de Ponent (actuación de oficio núm. 1984/00), Figueres (actuación de oficio núm. 2259/00), Brians (actuación de oficio núm. 3195/00), Quatre Camins (actuación de oficio núm. 3438/00), Tarragona (actuación de oficio núm. 3530/00), Wad-Ras (actuación de oficio núm. 3771/00), y la Unidad Hospitalaria Penitenciaria de Terrassa (actuación de oficio núm. 3451/00).



De cada una de estas visitas, se ha elaborado un informe que analiza la distribución de los internos, la infraestructura, las medidas de seguridad e higiene, la sanidad, la alimentación y el tratamiento. Posteriormente hemos enviado nuestras consideraciones al Departamento de Justicia, a excepción de dos visitas, que están en trámite.



En el presente Informe, el Síndic no detalla el resultado de cada una de estas visitas, ya que tiene la intención de dedicar un informe extraordinario a los diversos aspectos de la situación penitenciaria en Catalunya.



Por otra parte, el Síndic de Greuges ha continuado recibiendo quejas de los internos que le pedían intervenir en cuestiones específicas que afectaban a su situación penitenciaria.



En este capítulo describimos los problemas generales más importantes que delatan las quejas recibidas en el año 2000.



Las dos cuestiones que se analizan en este Informe son, por una parte, los criterios restrictivos en la concesión de permisos y de beneficios penitenciarios y en la clasificación de los internos en tercer grado y, los registres de las celdas, de la otra.



Con respecto al primer caso, analizamos como la falta de estímulos de los internos para reducir la condena y de expectativas para disfrutar de permisos de salida o de terceros grados, motivado en parte por una interpretación restrictiva en la aplicación de la legislación, provoca, por una parte, el desinterés de muchos internos en participar en los programas de tratamiento -lo que comporta reducir las posibilidades de rehabilitación y reinserción-, y de la otra, un aumento de la conflictividad en los centros penitenciarios.



En cuanto al problema del registro de las celdas, hacemos constar en el Informe la necesidad de una regulación sobre la manera de hacerlos y las garantías que hace falta tomar para que el interno afectado por un registro de su celda esté siempre presente, incluso cuando la celda sea compartida.



El Síndic también expone algunas quejas que afectan a todos los internos y que han motivado sugerencias a la Administración.



En este sentido, nos referimos a la queja de un interno del centro penitenciario de Brians a quien no se le facilitaba el material didáctico necesario para sus actividades educativas y que además tenía dificultades para hacer uso del derecho de comunicación telefónica con la familia (véase queja núm. 2548/99); la queja de un interno sobre las malas condiciones  de higiene  del comedor de la sexta galería de la Modelo (véase queja núm. 317/00), y la de un condenado en Tailandia al cual no se le aplican las redenciones ordinarias por el tiempo de condena cumplido en aquel país (véase queja núm. 366/00).  



Finalmente, hacemos el seguimiento de dos actuaciones de 1999 (quejas núms. 1099/99 y 1995/99) que aún están en trámite.





2. Los criterios restrictivos en la concesión de permisos y de beneficios penitenciarios y en la clasificación de los internos en tercer grado





El Síndic de Greuges ha podido constatar durante las visitas a los centros penitenciarios de Catalunya efectuadas en el año 2000 y por las quejas de los internos, la problemática existente en la concesión de permisos (véase queja núm. 3081/00) y de beneficios penitenciarios a los internos y en su clasificación en tercer grado, ya que la mayor parte de los juzgados de vigilancia penitenciaria aplican criterios muy restrictivos para determinar si un interno puede beneficiarse de estas medidas programadas por el centro penitenciario en su tratamiento.



Hay que tener presente que según el artículo 76 de la Ley orgánica general penitenciaria (de ahora en adelante LOGP), los jueces de vigilancia penitenciaria tienen entre otras funciones la salvaguarda de los derechos de los internos.



Desde un profundo respecto a la tarea de estos órganos jurisdiccionales, no hay que olvidar, por una parte, que la LOGP, artículo 47.2, sólo impone dos requisitos a tener en cuenta para conceder permisos: haber cumplido la cuarta parte de la condena y no observar mala conducta. De la otra, los permisos de salida son un elemento muy importante para preparar al interno para la vida en libertad, ya que le facilita el contacto con el exterior.



Por lo tanto, si se cumplen los requisitos del artículo 47.2 LOGP y se constata una evolución favorable en el tratamiento del interno, el Síndic considera que deberían favorecerse estos permisos, que aportan un estímulo en la reinserción y en la rehabilitación de los internos.



En definitiva, se trata de combinar la garantía de la seguridad del conjunto de ciudadanos, a fin de que sus derechos no sean vulnerados por aquéllos que disfruten de los permisos, y la aplicación de medidas que, progresivamente, faciliten la reinserción del interno.  



Durante la visita a diversos centros penitenciarios, como Figueres (actuación de oficio núm. 2259/00), observamos que se denegaban muchos permisos de salida, propuestos por la Administración penitenciaria, porque el juez de vigilancia penitenciaria se fijaba exclusivamente en el tiempo de condena que le quedaba al interno y no consideraba su evolución en el tratamiento, de manera que hasta dos años antes del plazo para poder ser beneficiario de la libertad condicional (tres cuartas partes de la condena), no autorizaba ninguno –si bien, la Audiencia Provincial ya autorizaba algunos permisos en vías de recurso.



La misma situación fue apreciada durante la visita al centro penitenciario de Ponent (actuación de oficio núm. 1984/00). En líneas generales puede decirse que se constata una interpretación de la normativa más restrictiva, en este punto del tratamiento de los internos, que la que había predominado en otros momentos. En resumen, se sigue la línea de fijarse más en el tiempo pendiente de condena que no en la evolución del interno en su programa de tratamiento. En este sentido, en la Navidad de 1999 se desestimaron 17 permisos programados para internos del centro penitenciario de Ponent.   



Los centros penitenciarios configuran para cada interno un programa de tratamiento individualizado en el cual se prevén los objetivos que tienen que conseguirse y los medios que se utilizarán (actividades, salidas programadas, etc.). En función de la evolución en este tratamiento programado y del periodo de cumplimiento, la Administración penitenciaria aborda con posterioridad cuestiones como la clasificación del interno o los permisos de salida.



Un problema de coherencia del sistema, que coloca a los internos en una situación de una cierta perplejidad, se plantea, sin embargo, cuando el juez de vigilancia desautoriza un permiso o una progresión de grado aunque el interno ha seguido escrupulosamente su programa de tratamiento y presenta una evolución favorable.



La Dirección General de Servicios Penitenciarios y de Rehabilitación es competente para conceder, bajo su exclusiva responsabilidad, permisos extraordinarios de 48 horas. Hemos constatado que si durante estos permisos no hay ningún incidente –cosa habitual en una abrumadora mayoría de casos -, el juez de vigilancia parece coger una mayor confianza en el interno que puede servirle para autorizar futuros permisos ordinarios.



Con todo, los permisos extraordinarios no se conciben en la legislación como una introducción a los ordinarios, por lo que no parece aconsejable consolidar la práctica que los permisos de competencia exclusiva de la Administración sean el paso previo necesario para los ordinarios. Esta medida, supondría trasladar a la Administración la responsabilidad del juez de vigilancia penitenciaria en la concesión de los primeros permisos de salida de los internos. 



Por otra parte, también hemos podido constatar que cuando un interno ya se ha beneficiado de un permiso de salida, hay una lentitud considerable del juzgado de vigilancia penitenciaria en resolver los permisos sucesivos, aunque éstos presentan menos problemática porque no hace falta hacer un nuevo estudio profundo sobre la evolución del interno, ya que su situación le consta con motivo de la concesión del primer permiso. Esta situación se agrava especialmente cuando se avecinan fiestas. Así, cuando visitamos el centro penitenciario de Figueres, el retraso en la resolución de los permisos era de tres meses aproximadamente.



El Síndic considera que supeditar la concesión de permisos de salida al tiempo que queda de condena –sin tener en cuenta los otros aspectos de la evolución del tratamiento- y los retrasos en la concesión de sucesivos permisos son dos aspectos que significan un freno a los estímulos para la rehabilitación de los internos y que al mismo tiempo influyen negativamente en el ambiente en el interior de la prisión.



Los criterios restrictivos en la concesión de permisos ordinarios de salida también se observan en la aplicación de otras medidas, como el adelanto de la libertad condicional o la clasificación en tercer grado.



En lo que concierne a la clasificación de los internos, hay que tener presente que la normativa penitenciaria distingue tres grados: primer grado, que implica la aplicación del régimen cerrado (internos de peligrosidad extrema o con manifiesta inadaptación a los otros regímenes); segundo grado, que supone aplicar el régimen ordinario y tercer grado, que permite la aplicación del régimen abierto con un tratamiento en semilibertad.   



La clasificación de los internos en cada uno de estos grados, que tiene incidencia en las medidas de control y de seguridad y en el tratamiento individualizado de los internos, depende de una serie de variables y criterios, como son la personalidad y el historial individual, familiar, social y delictivo del interno, la duración de las penas, el medio social al cual tiene que volver el interno, los recursos, facilidades y dificultades existentes en cada caso, y el momento para el buen éxito del tratamiento.



Por otra parte, hay que recordar que la progresión o regresión de grado está en función de la evolución en el tratamiento penitenciario del interno.



Hemos tenido conocimiento, por las visitas a los centros penitenciarios y por las quejas de algunos internos (véase queja núm. 3052/00), que los jueces de vigilancia, en ejercicio de sus competencias, revocan progresiones a tercer grado acordadas por la Administración penitenciaria e impugnada por el ministerio fiscal, sin que se haya suscitado ningún problema durante su aplicación. Cabe decir que la impugnación como la revocación son decisiones legítimas en la medida en que están motivadas en razones legales; pero nos parece oportuno divulgar las circunstancias en que se producen.



Según datos estadísticos que nos ha facilitado la Dirección General de Servicios Penitenciarios y de Rehabilitación, las regresiones a segundo grado de los juzgados de vigilancia penitenciaria y de la Audiencia Provincial durante el año 1999 fueron sesenta y ocho y durante el año 2000 cuarenta y seis, lo que contrasta con las siete regresiones del año 1996 o las nueve del año 1997.



Estas regresiones se concentran principalmente en internos condenados por delitos contra la salud pública (50% del total), seguido por los internos que han sido condenados por delitos contra la propiedad (37% del total). Estas cifras contrastan con la proporción de estos delitos con respecto al total de población reclusa, ya que los delitos contra la salud pública suponen un 8,89% del total, mientras que los delitos contra la propiedad suponen un 27,74% del total, según los datos correspondientes al año 1999. Según la Dirección General, la explicación de esta disparidad tiene probablemente relación con el hecho de que los internos con delitos contra la salud pública tienen, comparativamente, condenas más largas y su tipología delictiva produce una repercusión social más amplia, motivos por los cuales encuentran una oposición más fuerte en las instancias judiciales. Con respecto a los internos con delitos contra la propiedad, éstos representan a la mayoría de los internos penados y acostumbran a concentrar un importante número de internos reincidentes y con dilatadas trayectorias penales y penitenciarias, que por sus características también provocan la oposición judicial.



De otro lado, según las mismas fuentes, la mayoría de los internos que han sido objeto de regresiones judiciales cumplen condenas de entre tres y nueve años (59% del total), hecho que puede explicarse, según la Dirección General, porque dentro de este intervalo se concentran las condenas consideradas "estándar" en delitos contra la salud pública y de robo con violencia o intimidación –que suponen la mayoría de los casos de regresión judicial, como hemos dicho.



Finalmente, según los datos estadísticos facilitados, las regresiones afectaban tanto a internos que habían disfrutado de permiso como internos que no habían disfrutado, por lo que este dato no parece incidir significativamente en las decisiones judiciales de regresión.



Esta situación genera un grave problema en la manera de afrontar nuevamente el tratamiento del interno afectado, ya que después de haber disfrutado de un régimen de vida en semilibertad que le permitía una integración social, familiar y laboral, tiene que volver al régimen ordinario de vida al interior del centro.



Por otra parte, el Síndic quiere dejar constancia de un hecho relativo a la impugnación por el ministerio fiscal de las progresiones a tercer grado, ya que en una materia tan delicada como ésta, dónde está en juego la rehabilitación de los internos, hay una falta absoluta de procedimiento y de plazos a seguir en estos casos, ya que ni el ministerio fiscal tiene fijado un plazo para impugnar, ni el juez de vigilancia penitenciaria lo tiene para resolver, ni está fijado el procedimiento que hace falta seguir.



El vigente Código penal de 1995 suprimió la redención de penas por el trabajo, al concretarse una opción, legítima en tanto que constitucional, del legislador. Ello sin embargo, suprimió el aliciente de los internos por reducir su estancia en la prisión y eliminó uno de los mecanismos que la administración penitenciaria podía gestionar autónomamente para motivar a los presos. 



Por otra parte, todavía persiste el problema denunciado en el Informe del Síndic de 1999 sobre la acumulación o refundición de condenas -que damos por reproducido-, que motiva que haya internos condenados por diversas sentencias que, sumando las penas, superan treinta años de cumplimiento (véase págs. 271 a 273 del BOPC núm 34). Con respecto a esta última cuestión, apuntamos que durante la visita al centro penitenciario de Ponent, constatamos la existencia de cerca de 50 internos en esta situación.



La falta de estímulos de los internos para reducir la condena y de expectativas de disfrutar de permisos de salida o de terceros grados empieza a provocar que muchos internos hayan decidido no participar en los programas de tratamiento, a no hacer ningún tipo de actividad ni a ocupar destinos de trabajo en los centros penitenciarios, por lo que las posibilidades de rehabilitación y reinserción -finalidad a la cual se orientan las penas según el mandato constitucional- disminuyen considerablemente. Todo ello repercute en un aumento de la conflictividad en los centros penitenciarios, como ya hemos dicho. Pero lo que más nos preocupa es que, a largo plazo, en el momento de obtener la libertad por cumplimiento de la condena, el déficit en el tratamiento rehabilitador de los internos, es un riesgo para los derechos de los otros ciudadanos.



El Síndic quiere hacer especial referencia a los episodios de violencia que últimamente se viven en los centros penitenciarios, pocos cuantitativamente, pero sí numerosos si se comparan con la situación de años atrás, que han motivado la apertura de diversas actuaciones de oficio (véase actuación de oficio núm. 3673/99), algunas de las cuales todavía están en trámite, y que han provocado agresiones y muertes de internos, como también agresiones al personal de los centros. Atendiendo a los déficits de las personas que ingresan en prisión, es lógico que se produzcan incidentes que tendrían que ser impensables en otros ambientes. El medio penitenciario no es fácil, trabajar  en él supone asumir el hecho de tener que hacer frente a situaciones personalmente impactantes y, en ocasiones, arriesgadas. Por ello desde el Síndic, siempre hemos pedido la máxima consideración para las personas que trabajan en él. 



Para prevenir los actos violentos mencionados y para reaccionar de forma proporcionada y eficaz, hay que adoptar las medidas de seguridad que sean necesarias. No obstante, estas medidas sólo son una solución parcial que forzosamente tiene que ir acompañada de otras para combatir la falta de incentivos que tienen los internos con la legislación vigente.



La Administración penitenciaria ha ideado algún mecanismo para afrontar la situación descrita. Así, además de los diversos programas de tratamiento que se siguen, hay que destacar la creación de una nueva herramienta para motivar a los internos de manera continuada, como es el sistema de evaluación y motivación (de ahora en adelante SAM), concebido especialmente para reducir el impacto de la pérdida del beneficio de reducción de condenas en el nuevo Código penal.     



Consideramos que hará falta hacer un seguimiento del programa SAM, ya que si bien responde a una buena concepción, no garantiza el grado de implicación de los jueces de vigilancia penitenciaria para aprobarlo y aplicarlo . Se han recibido quejas (veáse queja núm. 3081/00 antes mencionada) que apuntan que, cuando se ideó el programa, no se contó con la intervención de los jueces de vigilancia, lo que hace que, aunque los internos lo sigan y cumplan con los objetivos programados, a menudo se encuentren con que se les deniegan las medidas programadas (permisos, salidas programadas, libertad condicional, etc.).



Al margen de todo esto, el Síndic considera que hace falta una clara intervención de todos los estamentos implicados en la ejecución de las penas y en la rehabilitación y reinserción de los internos (jueces, fiscales, funcionarios de prisiones, personal directivo de los centros penitenciarios, etc.), y, si es necesario, buscar nuevas fórmulas para incentivar a los internos en su tratamiento, proponiendo las reformas adecuadas de la normativa vigente.





Queja núm. 3081/00

Denegación de un permiso de salida 





El promotor de la queja manifestó al Síndic de Greuges que la junta de tratamiento del centro penitenciario de Figueres había aprobado una propuesta para autorizarle un permiso ordinario de tres días, pero que el juez de vigilancia penitenciaria lo había desestimado teniendo sólo en cuenta para dictar su resolución el tiempo que le quedaba de condena y no las otras circunstancias que indicaban una evolución favorable en el tratamiento penitenciario, tal como había quedado reflejado en su clasificación interior del centro mediante el programa de evaluación y motivación (SAM).  



El Síndic de Greuges manifestó al promotor de la queja que, a través de las visitas que cada año hace a los centros penitenciarios catalanes, tenía conocimiento de casos similares, en el sentido que para resolver la propuesta de permiso sólo se tenía en cuenta el tiempo que quedaba de cumplimiento de condena para conceder o denegar permisos de salida y no las otras circunstancias de la evolución en el tratamiento penitenciario. 



Asimismo, el Síndic indicó al promotor que comentaría esta situación en su Informe el Parlamento.



A pesar de los hechos anteriores, el Síndic tuvo que archivar el expediente sin iniciar ninguna actuación concreta ya que, de acuerdo con su marco competencial, el imprescindible respeto a la independencia del poder judicial le impide pronunciarse sobre un asunto concreto sometido a un órgano jurisdiccional que, por otra parte, puede ser objeto de recurso ante la Audiencia Provincial competente por razón del territorio.





Queja núm. 3052/00

Regresión de grado de un interno clasificado en tercer grado 





Una entidad dedicada a dar apoyo a la rehabilitación social de personas internas en centros penitenciarios expuso al Síndic de Greuges el caso de un interno que fue progresado a tercer grado y que estaba incluido en un programa de atención especializada para la reinserción sociolaboral, lo que le permitía salir y volver cada día de la prisión, a la vez que continuaba su tratamiento de drogodependencia en el exterior.   



A pesar de la evolución en el proceso de reinserción de este interno, el ministerio fiscal impugnó su progresión de grado y finalmente el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria acordó regresarlo a segundo grado.



El Síndic de Greuges manifestó a la entidad promotora de la queja que conocía la problemática del caso planteado por las visitas anuales a los centros penitenciarios catalanes, durante las cuales la Institución ha conocido casos similares de internos clasificados en tercer grado y que posteriormente vuelven a segundo grado, fruto de una resolución del juez de vigilancia penitenciaria.   



Asimismo, el Síndic de Greuges indicó a la entidad promotora de la queja que tenía conocimiento que la Dirección General de Servicios Penitenciarios y de Rehabilitación tenía esta cuestión en estudio con la Fiscalía.



A pesar de los hechos expuestos, el Síndic de Greuges tuvo que archivar el expediente sin iniciar ninguna actuación concreta ya que, de acuerdo con su marco competencial, el imprescindible respeto a la independencia del poder judicial lo priva de pronunciarse sobre un asunto concreto sometido a un órgano jurisdiccional.





Actuación de oficio núm. 3673/99 

Agresión a un interno en la enfermería del centro penitenciario de Ponent





A raíz de una información aparecida en la prensa sobre el degollamiento de un interno a otro ocurrido en la enfermería de la prisión de Lleida, el Síndic de Greuges decidió en diciembre de 1999 iniciar una actuación de oficio, por lo que pidió información sobre este hecho a la Dirección General de Servicios Penitenciarios y de Rehabilitación.   



La Dirección General informó que los dos internos se encontraban ingresados en habitaciones de psiquiatría del departamento de enfermería del centro: uno de ellos, sometido a una medida de seguridad de internamiento en centro psiquiátrico penitenciario impuesta por sentencia condenatoria, presentaba un deterioro de personalidad catalogado por los forenses de psicopatía de tipo antisocial, lo que había dado lugar a que presentara una elevada conflictividad; el otro, con un trastorno esquizofrénico de tipo paranoide y un trastorno de personalidad paranoide, tenía que alternar periodos de tiempo en departamentos de régimen ordinario con otros en departamentos sanitarios en las fases críticas. Entre estos dos internos no había habido nunca problemas de relación o de convivencia.



Según la Dirección General, el día de los hechos el segundo de los internos se encontraba en la sala de espera de la enfermería para ser atendido por el médico en la consulta diaria programada, cuándo fue inesperadamente agredido por el otro interno, que, sin intercambio verbal previo, le causó una herida de quince centímetros de longitud con una cuchilla de afeitar que previamente había separado del soporte de plástico de la maquinilla que usan los internos para la higiene personal.



El agredido fue atendido inmediatamente por los servicios sanitarios de la herida que le afectó el tejido celular subcutáneo de toda la cara anterior del cuello. Se le practicó una sutura y le fue prescrito el tratamiento farmacológico adecuado.



Por otra parte, la Dirección General informó que la actuación de los funcionarios de servicio en el departamento de enfermería presentes en el momento de la agresión fue diligente y adecuada, ya que actuaron de manera inmediata y decidida para impedir que las lesiones de la víctima fueran más importantes.



Atendiendo a la información recibida, el Síndic manifestó a la Dirección General que, consciente de la dificultad de evitar que estos hechos se produzcan, cuando se trata de internos con patologías psiquiátricas, como el caso del interno agresor, hay que extremar los mecanismos de control y los sistemas de vigilancia y de seguridad, para evitar que estos internos lleven objetos susceptibles de producir lesiones (cuchillas de afeitar, objetos punzantes, etc.). También se recordó que el interno tiene el derecho, y la Administración penitenciaria la obligación, de velar por la integridad y por la vida de las personas, tal como prevé la legislación penitenciaria.



Hechas las consideraciones y recordatorios anteriores, el Síndic dio por finalizada su intervención en este asunto.





3. El registro de las celdas 





El artículo 23 de la Ley orgánica general penitenciaria prevé que los registros a los internos, sus pertenencias y  los locales que ocupan, los recuentos y también las requisas de las instalaciones de los establecimientos se efectuarán con las garantías y la periodicidad que reglamentariamente se determine y dentro del respeto a la dignidad de la persona.



Por otra parte, el artículo 68.5 del Reglamento penitenciario (de ahora en adelante RP) prevé que de los registros, requisas y controles se formulará un informe escrito, que tendrá que especificar los registros efectuados con desnudo integral. Este informe, firmado por los funcionarios que lo han efectuado, se dirigirá al jefe de servicios.



Finalmente, el artículo 71.1 del RP dispone que las medidas de seguridad se regirán por los principios de necesidad y proporcionalidad y se llevarán siempre a cabo con el respeto debido a la dignidad y a los derechos fundamentales, especialmente las que se practiquen directamente sobre las personas.



A margen de las disposiciones anteriores, no hay más previsiones en la normativa penitenciaria sobre cómo tienen que efectuarse los registros de las celdas de los centros penitenciarios. 



Concretamente, la normativa penitenciaria no regula la garantía de presencia del interno durante el registro de la celda, lo que ha generado la queja de dos internas del centro penitenciario de Wad-Ras (véase quejas núm. 2273/99 y 2327/99), las cuales expusieron al Síndic, entre otras cuestiones, su disconformidad con la manera como se había hecho un registro en su celda, durante el cual les fue prohibido estar presente.



El artículo 569 de la Ley de enjuiciamiento criminal prevé que el registro del domicilio se hará, como regla general, en presencia del interesado o de la persona que legítimamente lo representa. No obstante, la jurisprudencia de los tribunales ha afirmado que la celda que ocupa el interno en un establecimiento penitenciario no se puede asimilar al domicilio de una persona libre, por lo que el registro de una celda no está amparado por las mismas garantías y protección que la ley procesal otorga al domicilio de las personas. 



En este sentido, la Sentencia del Tribunal Supremo de 11 de octubre de 1994 afirmó que, si bien toda persona tiene que tener garantizado un ámbito de intimidad, caracterizado por estar exento o inmune a las invasiones o agresiones exteriores de otras personas o de la autoridad pública, constituyendo así el lugar donde el individuo ejerce su libertad más íntima, también es cierto que el derecho al respeto del domicilio es un complemento del derecho de libertad personal, y, así, si toda persona tiene garantizada esta libertad, también tendrá que tener garantizada la protección del lugar donde se produce la parte más íntima de su vida. Por este motivo, afirma el Tribunal Supremo, si la protección de la inviolabilidad del domicilio es un complemento del derecho a la libertad individual, como sea que, precisamente, es de este derecho que se priva el condenado a penas de privación de libertad, también está claro que lo será del correlativo derecho a elegir un espacio limitado por garantizar un ámbito de intimidad.



Si bien el Tribunal Supremo ya se ha encargado de precisar que la celda de un interno no se asimila al domicilio de una persona, también es cierto que diversas resoluciones de los jueces de vigilancia penitenciaria han procurado fijar una serie de garantías que tienen que observarse en los registros de las celdas. Con todo, sin embargo, las resoluciones de los jueces de vigilancia penitenciaria no son uniformes. 



Así, el juez de vigilancia penitenciaria del centro de Herrera de la Mancha determinó por autos de 23 de abril y de 17 de mayo de 1992 que los funcionarios que practican el registro en una celda tienen que comunicarlo al interno y ofrecerle la posibilidad de asistir, ya que un registro sin su presencia podría vulnerar su dignidad. Por contra, el mismo juzgado de vigilancia penitenciaria resolvió por auto de 23 de mayo de 1995 que la dignidad del interno no se ve afectada si el registro de la celda se hace sin presencia del interesado.



A pesar de esta falta de uniformidad, las resoluciones más recientes de los jueces de vigilancia penitenciaria han ido concretando algunas garantías que tienen que observarse en el registro de las celdas.



En este sentido, el auto de 16 de junio de 1995 del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria núm. 1 de Castilla-La Mancha acordó que todo interno tiene derecho a estar presente en los registros que se practiquen en su celda, por lo que tiene que ser informado por el funcionario que tiene que practicarlo, si bien también precisaba, por una parte, que si la celda es compartida, basta con la presencia de uno de los ocupantes, y de la otra, que puede prescindirse de la presencia del interno cuando éste no esté en el centro por conducción, permiso o traslado al hospital, siempre que no sea procedente esperar hasta que vuelva.



Los criterios jurisprudenciales anteriores son los que sigue la Dirección General de Servicios Penitenciarios y de Rehabilitación en los registros de las celdas, ya que se procura que, al menos, esté presente uno de los internos que la ocupan, y únicamente se prescinde de su presencia en casos de urgencia debidamente motivados que hacen imposible esperar su presencia para hacer el registro, o cuando la dirección del centro penitenciario valora que concurren razones excepcionales que pueden afectar la seguridad del establecimiento.



Por otra parte, en la tramitación de las quejas recibidas (veáse quejas núm. 2273/99 y 2327/99), el Síndic de Greuges tuvo conocimiento de la Circular 1/1997, sobre registros corporales y sobre la aplicación de otros medios de control adecuados, aprobada por la Dirección General de Servicios Penitenciarios y de Rehabilitación con la finalidad de dar directrices y de unificar criterios de actuación entre los diferentes centros penitenciarios. Esta circular, sin embargo, no tiene ninguna previsión en lo que concierne a la eventual presencia de los internos afectados cuando se practica un registro de celda. 



Así pues, aunque la Dirección General de Servicios Penitenciarios y de Rehabilitación aplica los criterios marcados por la jurisprudencia en cuanto a garantías que tienen que observarse en el registro de las celdas, falta una regulación clara.



Por los motivos anteriores, el Síndic de Greuges considera que haría falta regular la manera de hacer los registros de las celdas y fijar las garantías que hay que tomar, más si tenemos en cuenta que las resoluciones dictadas por los jueces de vigilancia penitenciaria en este caso no son uniformes. 



Es más, el Síndic considera que, a excepción de los casos de imposibilidad porque el interno esté fuera del centro o por razones de seguridad, la regulación del registro de las celdas tendría que garantizar que el interno afectado estuviera siempre presente durante el registro, incluso cuando la celda sea compartida, ya que si bien su presencia no variará el resultado del registro, servirá para garantizar la pulcritud y la legalidad de este acto.





Quejas núm. 2273/99 i 2327/99

Registro en una celda del centro penitenciario de Wad-Ras 





El Síndic de Greuges recibió las quejas de dos internas del centro penitenciario de Wad-Ras, en las cuales le manifestaban su disconformidad con la manera como se había hecho un registro en su celda, al cual les prohibieron  asistir y les esparcieron todos los objetos personales por el suelo, algunos de los cuales se rompieron.



El Síndic solicitó información a la Dirección General de Servicios Penitenciarios y de Rehabilitación. Según la primera respuesta recibida, el registro se había practicado en presencia de otra interna, también ocupante de la celda, y en ningún caso se había roto nada.    



Ante esta información, el Síndic volvió a dirigirse a la Dirección General pidiendo información sobre los motivos por los que las afectadas no hubieron podido asistir al registro de la celda que ocupaban, teniendo en cuenta que en un centro penitenciario es fácil localizar a los internos.



Según la Dirección General, las únicas previsiones de la normativa penitenciaria sobre la manera de hacer los registros de las celdas son llevarlos a cabo bajo los principios de necesidad y proporcionalidad y con el respeto debido a la dignidad y a los derechos fundamentales. Ante la falta de previsiones normativas, y con la finalidad de dar directrices y de unificar criterios entre los diferentes centros penitenciarios, se aprobó la Circular 1/1997 sobre registros corporales y sobre la aplicación de otros medios de control adecuados.



A pesar de lo expuesto, la Dirección General reconocía que esta Circular 1/1997 no incluye ninguna previsión sobre la eventual presencia de los internos afectados en el registro de celdas, si bien indicó al Síndic que se seguían los criterios de la jurisprudencia en cuanto a las garantías que tienen que observarse en la práctica de registrar celdas. La Dirección General precisaba que el criterio seguido era que, al menos, asistiera uno de los internos que ocupan la celda, y que únicamente se prescindía de esta presencia en los casos de urgencia debidamente motivados que hacían imposible esperar que el interno pudiera estar presente en el registro, o cuando la dirección del centro penitenciario valoraba la concurrencia de razones excepcionales que podían afectar la seguridad del establecimiento y que determinaban la práctica del registro sin la presencia del interno.



Aún reconociendo que ni la normativa penitenciar ni la Circular 1/1997 tienen ninguna previsión en cuanto a la posible presencia de los internos afectados en esta práctica, ante el hecho que las resoluciones de los jueces de vigilancia penitenciaria sobre esta materia no son uniformes, el Síndic sugirió a la Dirección General que incluyera en una circular los criterios que tenían que seguir los centros penitenciarios catalanes sobre la manera de efectuar los registros en las celdas y las garantías que hacía falta observar, entendiendo que tenían que recogerse los criterios jurisprudenciales y procurar garantizar que el interno afectado estuviera siempre presente -incluso cuando las celdas fueran compartidas-, a excepción de los casos de imposibilidad porque el interno esté fuera del centro o por razones de seguridad, ya que, si bien su presencia no variaría el resultado del acto, serviría para garantizar la pulcritud y la legalidad del registro y ahorraría quejas posteriores. 



En el momento de cerrar la redacción de este informe, no se ha recibido la respuesta escrita de la Dirección General a esta sugerencia, aunque verbalmente se nos ha informado que se estaba elaborando la Circular demandada.





4. Otras recomendaciones y sugerencias de carácter general





Queja 2548/99

Material de estudio y comunicaciones telefónicas de los internos 





El Síndic de Greuges recibió la queja de un interno del centro penitenciario de Brians que, por una parte, denunciaba que el centro no le facilitaba el material didáctico necesario para sus actividades educativas, y de la otra, exponía la dificultad para hacer uso del derecho de comunicación telefónica con su familia, dado que los internos sólo disponían de una cabina telefónica que podían utilizar en una franja horaria muy reducida, mientras que el número de internos que generalmente quería hacer uso a la vez de este derecho era muy elevado.



Pedido informe a la Dirección General de Servicios Penitenciarios y de Rehabilitación, el Síndic fue informado que la UNED ya había facilitado al interno el material de estudio necesario para seguir las asignaturas de la especialidad de informática. 



En lo que concierne a las comunicaciones telefónicas del interno con su familia, la Dirección General indicó que el módulo 1 de Brians disponía de dos cabinas telefónicas que podían utilizarse en dos franjas horarias -de 11 a 13.30 y de 17.45 a 20 horas-, y que ello garantizaba que los internos pudieran hacer las ocho llamadas ordinarias al mes y las otras llamadas que les fueran autorizadas por razones familiares graves, por otras circunstancias excepcionales, para llamar al abogado designado o las llamadas telefónicas merecidas por los altos niveles obtenidos en el Sistema de Evaluación y Motivación (SAM).



Ante la información recibida, el Síndic de Greuges se dirigió a la Dirección General para sugerirle que sería conveniente que el centro penitenciario procurara que la UNED facilitara el material didáctico a los internos al inicio de cada curso y no a finales de noviembre o principios de febrero, cómo había pasado en este caso. 



Asimismo, el Síndic indicó a la Dirección General que, en lo que concierne a las franjas horarias para poder hacer llamadas, sería conveniente que, por una parte, se estudiara la posibilidad de aumentarlas, atendido el elevado número de internos del módulo 1 de Brians (96 en la visita que el Síndic hizo en el año 1998), y por otra, que se adoptaran medidas para evitar que las llamadas se concentraran en los últimos momentos de cada franja horaria.



En el momento de cerrar la redacción de este informe, el Síndic no había recibido la respuesta de la Administración a las sugerencias anteriores.





Queja núm. 317/00

Condiciones del comedor de la 6ª galería de la Modelo





El promotor de la queja se dirigió al Síndic de Greuges para exponerle que el comedor de la 6ª galería de la Modelo no reunía las condiciones de higiene mínimas, porque sobre los platos de la comida les caían los desperdicios del piso superior. 



El Síndic solicitó información a la Dirección General de Servicios Penitenciarios y de Rehabilitación, la cual comunicó que enviaría un inspector al centro penitenciario con el fin de averiguar los hechos denunciados por el promotor. 



Posteriormente, la Dirección General informó que las condiciones de infraestructura de la Modelo no permitían emplazar el comedor de la 6ª galería en un espacio diferente, si bien se habían adoptado medidas organizativas en lo que concierne a las entradas y salidas de la zona durante las comidas, y se habían instalado unos protectores metálicos en los pasillos de la segunda planta, lo que evitaba el lanzamiento involuntario de cualquier objeto a la planta baja  –en la cual están las mesas de comer.



Atendiendo a las medidas adoptadas, el Síndic dio por finalizada su intervención en este asunto.





Queja núm. 366/00

Interno condenado en Tailandia a quien no se le aplican las redenciones ordinarias por el tiempo de condena cumplido en aquel país 





El Síndic de Greuges recibió la queja de un interno del centro penitenciario de Figueres que había sido condenado en Tailandia y al cual, una vez trasladado a España para cumplir el resto de la pena -en méritos del convenio suscrito entre España y Tailandia sobre cooperación en materia de ejecución de sentencias penales-, los tribunales españoles no querían aplicar las redenciones ordinarias por el tiempo de condena cumplido en Tailandia, con el argumento que era la extradición y el posterior ingreso en una prisión de España lo que determina el instante a partir del cual el interno puede beneficiarse de la aplicación del Código penal derogado.      



Frente a esto que el Síndic consideró injusto, la Institución planteó a la Dirección General de Servicios Penitenciarios y de Rehabilitación la posibilidad de clasificar al interno en tercer grado.



La Dirección General informó al Síndic que, si bien las diversas propuestas de permiso que habían hecho al Juzgado de Vigilancia Penitenciaria habían sido denegadas hasta aquel momento, se consideraba que la evolución del promotor de la queja era favorable, por lo que, dentro del marco de su programa individualizado de trabajo, había efectuado ocho salidas programadas al exterior, acompañado de profesionales, y había tenido dos permisos de cuarenta y ocho horas, uno en el mes de junio y el otro en el mes de agosto, autorizados por la Dirección General.    



Asimismo, la Dirección General indicaba que se estaba a la espera de la resolución del recurso presentado por el interno para la no aplicación de las redenciones ordinarias y de la resolución favorable del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria sobre los permisos de salida, y que una vez se tuviera conocimiento de todo ello, se continuaría su programa de tratamiento individualizado y se abordaría la posibilidad de clasificarlo en tercer grado de tratamiento, en función de la futura evolución y del factor del periodo de cumplimiento.



Cuando se tuvo conocimiento que la cuestión de las redenciones ordinarias se había cerrado en vía judicial de manera desfavorable a los intereses del promotor, el Síndic se interesó nuevamente ante la Administración penitenciaria sobre la progresión de la clasificación a tercero grado.   



En la respuesta del centro penitenciario, se nos indicó que la Junta de Tratamiento había hecho la correspondiente propuesta favorable de progresión de grado y que el promotor ya se beneficiaba de esta clasificación, lo que compensaba, en cierta manera, la negativa de los tribunales españoles a abonarle las redenciones ordinarias, ya que le permitía salir diariamente del centro -sólo va a dormir de lunes a jueves- para ir a trabajar y poder normalizar su vida.



Al margen de lo que exponemos, el promotor expuso al Síndic que, cuando estaba interno en una prisión de Tailandia, había planteado una petición de indulto que, en caso de concesión, le ayudaría a aclarar su situación penal y penitenciaria. Por este motivo, dado que el reclamante no había tenido más noticias sobre la resolución de esta petición de indulto, el Síndic se dirigió al Cónsul General Honorario de Tailandia en Barcelona por si podía interesarse por el estado de tramitación o resolución de este indulto.





5. Seguimiento de actuaciones de ejercicios anteriores  





Seguimiento de la queja núm. 1099/99

(págs. 270 y 271 del BOPC núm. 34, de 24 de marzo de 2000)

Ruido de los aparatos de radio y televisión durante la noche y uso de sobrenombres para designar a los internos





En el Informe correspondiente al año 1999, el Síndic de Greuges expuso la queja presentada por un interno de un centro penitenciario que manifestaba, por una parte, que no podía dormir durante las noches a causa del elevado sonido  del aparato de televisión de la celda contigua, y por otra, que los funcionarios lo designaban con un sobrenombre.      



Con respecto a la primera cuestión, el Síndic de Greuges sugirió al Departamento de Justicia que se adoptaran las medidas adecuadas en aquel centro penitenciario con el fin de que, durante la noche, el sonido de los aparatos de radio y televisión no causara molestias a los internos y se garantizara su derecho al descanso nocturno. Con respecto a la segunda, se hizo un recordatorio al Departamento sobre el derecho que tienen los internos a ser designados por su propio nombre.



El Síndic ha reiterado en diversas ocasiones al Departamento la petición de respuesta respecto a estos extremos, pero en el momento de cerrar la redacción de este Informe todavía no la ha recibido.  





Seguimiento de la actuación de oficio núm. 1995/99  	

(pág. 270 del BOPC núm. 34, de 24 de marzo de 2000)

Oferta de cursos de formación para los internos de los centros penitenciarios





En el Informe correspondiente al año 1999, el Síndic de Greuges dejó constancia de una actuación de oficio iniciada para evaluar la oferta de cursos de formación dirigidos a los internos de los centros penitenciarios de Catalunya para favorecer su reinserción social.     



El Síndic ha recibido del Departamento de Trabajo la información que le había solicitado sobre los cursos de formación que organiza en los diferentes centros penitenciarios de Catalunya, las plazas de formación ocupacional, los cursos de formación que se ofrecen –que, una vez acabados provechosamente, habilitan para ejercer la profesión como autónomos– y la oferta de cursos para la población reclusa masculina y femenina. Dado que toda esta información se refería al año 1998, el Síndic ha vuelto a dirigirse al Departamento para que le facilite los datos correspondientes a los años 1999 y 2000, con el fin de poder hacer una evaluación de la oferta más actual. 



La actuación está en trámite.











�PAGE  �561�










